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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señora Representante Graciela Matiauda Espino. 


MIEMBROS: Señores Representantes Gerardo Amarilla, José Andrés Arocena, Carlos Corujo, Zulimar 
Ferreira, Fernando Isabella, Ana Irene Lima y Mario Silvera. 


ASISTE: Señor Representante Juan Manuel Garino Gruss. 


INVITADOS: Por el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, señor 
Ministro, arquitecto Francisco Beltrame. Por la Agencia Nacional de Vivienda, Presidenta, 
asistente social Cristina Fynn, Vicepresidente, economista Claudio Fernández Caetano y 
Director, arquitecto Walter Stolarsky. Por el Ministerio de Economía y Finanzas, 
Subsecretario, economista Jorge Polgar. 


SEÑORA PRESIDENTA (Matiauda).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Esta Comisión tiene el gusto de recibir al señor Ministro de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, arquitecto Francisco Beltrame; a la Presidenta de la Agencia Nacional de Vivienda, asistente 
social Cristina Fymn; al Vicepresidente de la mencionada Agencia, economista Claudio Fernández Caetano; al 
Director arquitecto Walter Stolarsky, y al subsecretario de Economía y Finanzas, economista Jorge Polgar. 


Se va a votar si aceptamos que el señor Diputado Garino Gruss pueda hacer uso de la palabra en la Comisión. 


(Se vota) 


Seis por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Es un gusto estar con ustedes aquí a fin de responder las inquietudes existentes. 


Resolvimos asistir junto con la totalidad de los integrantes del Directorio de la Agencia Nacional de Vivienda 
que es, en definitiva, la administradora de los fideicomisos que pertenecen al Ministerio de Economía y 
Finanzas, y por ese motivo también nos pareció importante que nos acompañara el señor Subsecretario de 
Economía y Finanzas, que ha estado muy involucrado en estos temas desde hace tiempo. 


Las autoridades de la ANV prepararon una presentación y creo que sería bueno comenzar escuchándola a fin 
de despejar dudas, comprender la totalidad de la problemática y los avances que ha habido en los 
departamentos indicados. 


SEÑORA FYNN.- Vamos a explicar lo más sintéticamente posible el tema que nos convoca que se 
refiere a la administración de los complejos habitacionales en Montevideo, que son parte de los 
fideicomisos de la cartera que administra la Agencia Nacional de Viviendas, transferidos por la 
reestructura del Banco Hipotecario. 


Para comenzar querríamos explicar cuáles son los objetivos que tiene la política de gestión de estos 
fideicomisos. El objetivo sustancial es asegurar la permanencia de las familias en la vivienda y recuperar una 
cultura de pago que en esta cartera tenía altos grados de morosidad. Para esto se analizó cada una de las 
carteras transferidas, haciendo hincapié en las diferentes realidades de las familias que componían estos 
fideicomisos y los vínculos contractuales que tenían con el inmueble, que eran muy variados y complejos. 


¿Cuáles fueron las principales características detectadas? En primer lugar, la imposibilidad de muchas 
familias de poder cumplir adecuadamente con sus créditos. Estamos hablando de que esta cartera tenía un 
índice de morosidad de 60% en el Banco Hipotecario. A la vez, estos complejos tenían un alto número de 
ocupantes irregulares, es decir créditos sin novación, en muchos casos por venta de llaves en un mercado 
informal de viviendas. Por otro lado, se constataron inmuebles en general de difícil venta en el mercado, que 
en el Banco Hipotecario tenían las figuras de arrendamientos comunes o arrendamientos con opción a 
compra en un alto porcentaje. 


Los lineamientos generales de las políticas instrumentadas apuntaron, por un lado, a facilitar a las familias 
soluciones sustentables en el tiempo que les permitieran cumplir de forma adecuada con sus obligaciones, 
reincorporándolas al sistema de pago. Por otra parte, se procuró brindar soluciones que regularizaran distintas 
problemáticas legales y documentales de manera de incentivar el cumplimiento de las obligaciones. Con la 
aplicación de estos instrumentos fue posible bajar la morosidad de un 60% a un 5%. 


Otro de los objetivos fundamentales fue preservar el valor económico de la cartera a través de una política 
adecuada de recupero. De esta manera, pudimos resguardar un patrimonio de los fideicomisos que, 
obviamente, implica el recupero de un valor del Estado que es contraído con la sociedad. 


Pero esta gestión no la hicimos solamente en el tema de la readecuación de deuda sino que se realizó con un 
enfoque integral de la política considerando tanto la situación económica, como social, edilicia y legal de los 
complejos, buscando la recuperación del pago así como también el seguimiento permanente de estas 
situaciones y el cumplimiento de los acuerdos alcanzados. Para ellos se consideró el valor del inmueble y lo 
efectivamente amortizado al momento de hacer el acuerdo, ajustando de esta forma el valor de la deuda 
según el caso de que se tratara. Se consideró la capacidad de pago de las familias según su situación y se 
ajustó la cuota extendiendo el plazo en los casos necesarios. Es decir que se consideraron distintos tramos de 
ingresos de acuerdo con lo que establece el INE para poder fijar la cuota. Además, se estableció una política 
de estímulo a los buenos pagadores, con descuentos de hasta 1,5% en la tasa de interés contractual si no se 
superan las tres cuotas impagas, así como la posibilidad de un 10% adicional para quienes tienen sus cuotas 
al día. Todos estos instrumentos permitieron el recupero que mencionamos, que reflejó la baja sustancial de 
la morosidad de estos deudores. 


Por otra parte -recién hablábamos de este tema con el señor Diputado Garino Gruss-, también se aplicó una 
política con las comisiones administradoras. En estos complejos -que generalmente fueron construidos por el 
Estado- había una cultura de mucha dependencia de las comisiones administradoras hacia el Estado. Estamos 
trabajando en el fortalecimiento de esas comisiones administradoras y en la regularización de los gastos 
comunes. Hablamos de complejos que tienen una vida de más de treinta años, con falta de mantenimiento de 
los bienes comunes a pesar de que es una obligación del promitente comprador, y con no pago de los gastos 
comunes. 


Como bien decía el señor Diputado Garino Gruss, a veces no llega la comunicación necesaria a todos los 
vecinos, por lo que es necesario fortalecer el funcionamiento de las comisiones en sus principios 
democráticos y en la comunicación con el resto de los vecinos. En este momento estamos desarrollando 
cuatro talleres en todo el país con comisiones administradoras a fin de formarlas en los aspectos contables, 
legales y sociales para mejorar la convivencia de los complejos. 


Se ha trabajado fuertemente en la regularización de la propiedad horizontal de estos complejos y más 
adelante especificaremos cuáles han sido los resultados. 


Se recuperaron viviendas vacías dentro de los complejos y se pudieron poner en comercialización. Esto no 
solo permitió recuperar unidades de vivienda sino espacios tanto urbanos como sociales. Luego ampliaremos 
este tema, pero esto implicó que a raíz de los llamados públicos que hacemos, por los que ponemos en 
comercialización estas viviendas de la cartera, muchas familias jóvenes pudieran acceder a ellas, lo que ha 
generado un cambio en el grupo etario de estos complejos que normalmente están integrados por adultos o 
adultos mayores, aspecto que lo ayuda en la convivencia. 


Tenemos un programa de mejoramiento de los bienes comunes, con créditos blandos, para poder 
mantenerlos. 


Por otra parte, se atendieron casos de ocupación irregular, algo que permitió que las familias que contaban 
con un informe favorable de la Comisión Administradora y que tuvieran los gastos comunes al día pudiesen 
regularizar su situación para acceder a una solución habitacional, brindando certidumbre, estabilidad y 
permanencia en la vivienda. 


¿Qué pasa concretamente en los complejos habitacionales ubicados en Montevideo? Vamos a hablar sobre 
cuál es la cantidad de complejos habitacionales que tenemos, qué cantidad de créditos administramos a las 
familias que residen en esos complejos, cuál fue la política de gestión integral de la cartera social -con las 
quitas y los descuentos por buen pagador-, vamos a hacer énfasis en la inversión y en el recupero de las 
viviendas reparadas y comercializadas, y en la regularización de la propiedad horizontal. 


Otro beneficio secundario de esta política tiene que ver con la situación de adeudos ante la Intendencia de 
Montevideo. 


Nosotros administramos en todo el país 5336 complejos habitacionales. Eso implica que hay 49.444 viviendas; 
esto es independiente de los créditos. Particularmente, en Montevideo administramos 89 complejos con 
18.372 viviendas. En la capital, de los 52.487 créditos otorgados, 13.000 pertenecen a los complejos 
habitacionales. De acuerdo a la política que señalábamos anteriormente, en Montevideo, se pudieron cancelar 
4.751 créditos; 8.255 todavía tienen saldo. De estos 8.255 créditos, 4.412 fueron deudas reestructuradas y 
3.843 aún no lo fueron por distintas razones. 


Las viviendas comercializadas y reparadas de todo el país, ubicadas en los complejos habitacionales, fueron 
1.742 que, comercializadas, alcanzan un monto recuperable de US$ 68:801.606. De estas 1.742 viviendas, 
758 son de Montevideo y el recupero va a ser de US$ 26:394.258. 


Las viviendas reparadas para la comercialización -a través de un programa de recuperación urbana y social- 
implican su recuperación y se entregan reacondicionadas; todo ello implica una inversión de 

US$ 21:000.000. Cabe aclarar que todas las viviendas se comercializan en nueve fases por medio de 
llamados públicos -esto empezó a fines de 2009-, con sorteos públicos y con adjudicación inmediata una vez 
que están reparadas y reacondicionadas. Además, recuperar estas viviendas no fue fácil puesto que los 
complejos no tienen los bienes comunes en buen estado o bien mantenidos y cuentan con afectaciones de 
terceros. Á Su vez, reparamos una cantidad de afectantes; hay 219 en todo el país y solo en Montevideo, 176. 


Fundamentalmente, esto se da en los complejos grandes como los Euskalerría. A modo de ejemplo, en el 
Euskalerría 70 reparamos más de cien baños, otorgando algunos préstamos a las familias. 


En estas 1.742 viviendas se incluyen convenios con la Junta Nacional de Drogas y con la Intendencia de 
Montevideo. Realizamos una experiencia piloto con el Programa de Integración de Asentamientos Irregulares 
con el fin de otorgar 10 viviendas a familias que estaban en condiciones de poder insertarse en la trama 
urbana, con un fuerte apoyo de los equipos técnicos del Programa y de la Agencia Nacional de Vivienda. 
También con el Ministerio del Interior tenemos un convenio. Dentro de estas 1.742 viviendas reparadas y 
comercializadas, a 887 se les hizo la prueba sanitaria previa. 


Además, pudimos comercializar 540 viviendas a través de remates extrajudiciales. Si bien se trata de un 
remate público, entendemos que es una oportunidad de acceso a la vivienda. Al respecto, elaboramos material 
para instruir a la gente de manera que pueda participar del remate. 


Por otra parte, a través de distintas formas de gestión, recuperamos 682 viviendas de obras inconclusas; 
siempre utilizamos el llamado público con expresión de interés. En tal sentido, vendimos un edificio en 26 de 
Marzo y Pereira de la Luz -que hoy está terminado- y otro en la calle Muñoz y Sarmiento. Pudimos conveniar 
con un inversor privado la vieja fábrica de Alpargatas, a través del proyecto "Altos del Libertador"; acabamos 
de terminar la primera torre, con 122 viviendas, que será inaugurada sobre fines de setiembre, más allá de 
que hay muchas ocupadas. Estamos cerrando la selección de la empresa que construirá las otras dos torres, 
que van a superar las 400 viviendas. 


Por otra parte, conveniamos con el Banco Hipotecario para recuperar una torre que quedó inconclusa en el 
"Edificio de las Tres Cruces", en 8 de Octubre y Berro, con 70 viviendas. 


En San Carlos conveniamos con la Intendencia de Maldonado la recuperación de la "Torre de San Carlos", 
con 128 viviendas. Tanto en "Altos del Libertador", en el "Edificio de las Tres Cruces" como en la "Torre de 
San Carlos", la financiación estuvo a cargo del Banco Hipotecario. Quiere decir que el Banco está 
financiando a las familias para que puedan acceder a su vivienda. 


También recuperamos otros edificios a través de la Agencia, como uno que está ubicado en la ciudad de 
Rivera, con 28 viviendas y que nunca fuera inaugurado; lo mismo sucedió con 30 viviendas en Santa Lucía, 

, y 
departamento de Canelones y con un edificio en Montevideo, sito en Soriano y Yaguarón, la "Torre Soriano". 
Fue fundamental la recuperación de "El Mahón", en Joaquín Requena y Brandzen; su lanzamiento va a ser la 
próxima semana con quien comprara la obra inconclusa. Se trata del mismo inversor que está estudiando la 
posibilidad de la compra del edificio de Maldonado, "El Mirador". También en Melo se está terminando una 
obra. 


Todas estas obras inconclusas se terminaron en el marco de la Ley_N* 18.795, relativa a la vivienda de interés 
social. 


En cuanto a la regularización notarial de la propiedad, en Montevideo, de los 89 complejos, 21 están sin 
propiedad horizontal y 68 con propiedad horizontal. Cabe aclarar que las propiedades horizontales otorgadas 
en el período de gestión de la Agencia fueron 19, es decir, 5.249 viviendas. En este caso, priorizamos los 
grandes complejos, es decir, Euskalerría 70, 71, 92, y estamos gestionando el Complejo América. 


Como nuestra política se basa en estar al día con los gastos comunes y con los tributos municipales, ello 
impactó en la recaudación municipal porque de las 13.006 familias que administramos sus créditos, 11.950 
están al día, con un grado de morosidad del 8% en Montevideo. 


También nos dijeron que habláramos sobre los complejos de Tacuarembó, pero sucede que no tenemos 
convenios con la Intendencia de ese departamento; de todos modos, se está en un proceso de negociación. En 
algunos casos, se trata de complejos que fueron construidos con tierra de los Gobiernos departamentales y 
financiamiento del Banco Hipotecario. No siempre las Intendencias han puesto la tierra, a veces solo 
otorgaron el permiso de construcción; hay variadas situaciones. No obstante, los convenios implican la 
renuncia a la propiedad del terreno para transferirla a los promitentes compradores; de esta manera, las 
Intendencias empiezan a recaudar tributos y contribución inmobiliaria, hecho que hasta ahora era imposible. 


Consideramos que ha sido una política exitosa. Además, convenimos con las Intendencias la regularización 
jurídico notarial. Como es sabido, hay muchos complejos que se hicieron sin planes municipales y no hay 
antecedentes. Eso supone una reconstrucción, que en algunos casos las estamos haciendo junto al equipo de 
jurídica, los agrimensores y el equipo técnico de la Agencia. En el caso de Soriano, se solicitó que se nos 
transfiera todo. 


También vamos referirnos a la cantidad de complejos de Tacuarembó, al número de familias que viven en 
ellos, cómo ha sido la aplicación de la política, y a las viviendas reparadas y comercializadas. En todo este 
departamento hay 45 complejos: 22 en convenio con la Intendencia y 23 sin convenio, y de los 711 créditos 
que están en esos complejos, 135 se han podido cancelar, 576 tienen saldo, 167 han sido reestructurados y 
409 no fueron reestructurados. Esto da la pauta de que no hemos podido aplicar la política en los complejos 
que fueron realizados a través de convenios con las Intendencias pero que no fueron firmados. A su vez, 
hemos vendido y recuperado 47 viviendas: 10 en San Gregorio de Polanco, algunas en Paso de los Toros y 
una en la ciudad de Tacuarembó; esto ha implicado recuperar US$ 1:293.700 y una inversión para la 
recuperación de esas viviendas de US$ 566.000 


Esto da cuenta, por un lado, de la política que ha sido aplicada en la Agencia y, por otro, de cuáles son los 
resultados logrados hasta ahora en cuanto a lo que ustedes nos plantearon, más allá de señalar el universo 
total, sobre los complejos habitacionales de Montevideo. 


SEÑOR GARINO GRUSS.- Antes que nada quiero agradecer al señor Ministro de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y a las autoridades que lo acompañan. 


Los números aportados en esta reunión los analizaremos en profundidad más adelante, pero ahora quiero 
referirme a varios reclamos de algunos vecinos. 


La situación planteada tiene una historia de cuarenta años, pero en una reunión con vecinos a la que asistí no 
se sabía quién era el titular, el Banco Hipotecario o la Agencia Nacional de Vivienda. En determinado 
momento se tomó la decisión política de que la cartera de los complejos habitacionales se pasara a la Agencia 
Nacional de Viviendas. Se realizaron pedidos de informes y algunas notas. Yo tuve un intercambio personal 
con la Presidenta Cristina Fynn y saqué algunas conclusiones. La propia Presidenta me dijo que siguiera los 
canales formales; tal vez este puede ser el que encauce esta problemática. 


Quiero plantear varias inquietudes de las que tengo mucha información y de otras no tanto, porque esto 
involucra a la Agencia Nacional de Vivienda, al Banco Hipotecario, a la Intendencia de Montevideo y a 
varias entidades estatales. Desde la precariedad en la que uno trabaja acá puede hacerse de información, pero 
no de toda, y por eso intercambiamos con las autoridades, que tienen mayores recursos para informarnos. De 
esa manera nos podremos hacer una idea real de lo que está sucediendo en los complejos habitacionales. 


Reitero que la primera vez que me reuní con los vecinos no sabían a quién dirigirse ni quién administraba las 
viviendas; las Comisiones administradoras tampoco aclaraban nada. Esto era muy preocupante para los 
vecinos. Fuimos dilucidando el tema y de esa forma nos hicimos del contrato del fideicomiso. 


Estamos todos de acuerdo con el fomento de la cultura de pago y reconocemos que se está trabajando -como 
dicen las autoridades- en un tema que viene de las décadas del setenta y del ochenta, y que no es sencillo, 
pero también hay que tener en cuenta otros aspectos. 


Por ejemplo, en el día de ayer me reuní con un amigo a quien la Agencia Nacional de Vivienda, en 
coordinación con el Ministerio del Interior, le adjudicó por vía telefónica una vivienda, pero él no paga 
absolutamente nada, ni cuota ni gastos comunes. Yo le tuve que pagar la luz anoche para que hoy no le 
cortaran el suministro. Por lo tanto, si a una persona que no puede pagar la luz la Agencia Nacional de 
Vivienda, en coordinación con el Ministerio del Interior, le adjudica una vivienda, mal se puede hablar de que 
estamos fomentando la cultura de pago. La realidad de las 3.900 viviendas que hay en Malvín norte es muy 
compleja y mucho más disímil de lo que uno puede aspirar. Uno tiene que contrastar lo que se hace con los 
anhelos. 


Hace unos días me comuniqué con la Gerencia Comercial de OSE y hoy de mañana llamé para saber si hubo 
algún cambio. Me voy a concentrar en los Complejos Habitacionales 70, 71 y 92, que nuclea a 3.900 


familias. El CH 92 es chico en comparación con los otros dos. Me dijeron que hay un convenio firmado a 36 
cuotas y que OSE puede cobrar esos tres años para atrás. Había deudas del año setenta y hubo una suerte de 
condonación de deuda; en definitiva, OSE perdió. Pero en los Complejos Habitacionales 70 y 71 no se 
arregló absolutamente nada. Hay tres tomas de agua por complejo habitacional, que alimenta a trece 
edificios; o sea, son tres cuentas independientes. Me dijo la Gerente Comercial del organismo que en el CH 
70, a mayo de 2014, la cifra de la deuda rondaba $ 12:000.000, y que en el CH 71, al año 2013 -esto tiene 
que actualizarse a un año o a un año y medio más-, era de $ 20:000.000. Entre esos dos complejos 
habitacionales la deuda asciende a $ 32:000.000. Todo esto está inmerso en un proceso de escrituración, en el 
cual se ha embarcado la Agencia Nacional de Vivienda. 


Es evidente que se quiere regularizar la situación, pero lo cierto es que nadie sabe quién se va a hacer cargo 
de la deuda de $ 32:000.000. Si uno divide los complejos, la suma es de muchos miles de pesos por unidad. A 
los buenos pagadores les sería difícil asumir una deuda de $ 100.000, que tal vez con quitas, condonaciones o 
algún tipo de reajustes de intereses podría quedar en una cifra menor. Los buenos pagadores, quienes pagaron 
durante veinticinco años, tienen derecho a escriturar porque son promitentes compradores, y en este Gobierno 
les cayó la fecha para pagar la última cuota. Y hay que hacerse cargo. Ellos están ante la paradoja de quién se 
hará cargo de la deuda del pasado y la del futuro -la Agencia Nacional de Vivienda u otro organismo-, y si les 
conviene firmar. 


Hoy en día no pueden vender sus unidades porque el comprador empieza a sacar cuentas de las deudas con el 
Estado y en esas condiciones no puede ceder los derechos de promitente comprador, como se han transmitido 
en estas unidades. De esta manera, como dijo un vecino, se pierden oportunidades, negocios y certezas 
jurídicas. Ese grado de certeza no se tiene hoy en día. 


En cuanto a cómo se va a prorratear en la eventualidad de llegar a un acuerdo, se deberá hacer edificio por 
edificio, porque las unidades tienen distintos metraje. 


Hay otro problema de diseño. Las cuentas de OSE administran calderas y estas van a varias tomas, inclusive, 
hay distintas entradas por unidad; es decir, hay más de una entrada de OSE. O sea que puede haber una 
entrada o un caño que llegue a un baño y la caldera tenga otra entrada a la cocina. Por lo tanto, es muy difícil 
o casi imposible individualizar los consumos. 


Tengo en mi poder la deuda por saneamiento del Padrón N* 410.768, que al 15 de julio de 2013 ascendía a 
$ 23:976.000. Tal vez este sea uno de los mayores problemas que hoy tienen estos complejos habitacionales. 


Calculo que se está en conocimiento de esta situación. Sé que se arregló el problema del complejo más chico, 
el CH 92, y en cuotas. Asumo que los consumos y las deudas que tiene el Estado con las unidades siguen en 
la parte inmobiliaria y no en los promitentes compradores. Lo cierto es que hay una incertidumbre total. Me 
gustaría dar la oportunidad a las autoridades de aclarar esta situación. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
En primer lugar, me gustaría hacer un enfoque global de esta situación, porque hay temas que 
debemos ubicar en su contexto, en su momento, porque no son de hoy. 


El hecho de no poder vender la propiedad por incertidumbre jurídica es una cuestión que está desde el inicio 
de la construcción, tanto en estos como en una cantidad de otros complejos. Me parece que es importante 
tener claro que al año 2005 el Banco Hipotecario no tenía idea de cuál era el inventario de las propiedades 
que tenía bajo su órbita. 


Hay problemas que efectivamente vienen desde el diseño, y es obvio que hay temas que lo agravan por la 
escala. Por eso planteamos que este tipo de complejos habitacionales, que son de todos y de nadie -en 
definitiva, nadie asume la responsabilidad de la Administración-, no deben hacerse más. Por eso, las políticas 
que hemos propiciado y llevado adelante hablan de una magnitud de conjuntos habitacionales que puedan ser 
efectivamente comunidades administrables por la vecindad 


Entre otras cosas, el vecino que hoy puede reclamar certidumbre con respecto a la deuda es copropietario de 
un bien e integra una Comisión administradora, y tenía obligaciones en el sentido de que no se generaran 
estas deudas. Este problema de morosidad atravesó a estos programas habitacionales, pero también al 


conjunto de la sociedad uruguaya. Lo que acá se agrava por la cantidad de familias es lo mismo que sucede 
en cualquier edificio de copropiedad existente en el país: todos sabemos que eso existe. 


¿Que hay problemas de diseño? Sí, y hay agravantes, pero todavía no tenemos la tecnología disponible, por 
ejemplo, para implementar lo que se intenta hacer a nivel del gas con tomadores de consumo de lectura a 
distancia; esa no es la situación con el agua. Acá existe el problema de que las columnas están vinculadas a 
todos los apartamentos. Inclusive, en algún momento se intentó radiar por torre, pero según los informes de 
OSE eso no fue posible, y por ese motivo se había pensado alguna otra alternativa. 


Me parece importante tener en cuenta que este no es un problema de la política aplicada desde el punto de 
vista de la recuperación. Lo que está habilitando esa política de recuperación es, precisamente, que vayamos 
encontrando nuevos problemas que de repente hasta el día de ayer no existían. Esos vecinos que anteayer 
vendían la unidad, lo hacían de tal forma que nadie se preocupaba de la deuda que eventualmente tuvieran. 
Acá estamos hablando de conjuntos habitacionales que no tenían permiso de construcción ni planos de 
propiedad horizontal; además, con el transcurso de los años los vecinos fueron incorporando obras que 
también dificultaron a la hora de la regularización. 


Depende de cada Gobierno departamental el grado de acuerdo al que se puede llegar para desarrollar 
proyectos. Hay Intendencias que decidieron dar el final de obra y la aprobación en función de la construcción 
inicial, pero otras dijeron: "Si no hacemos todo, no hacemos nada", y sigue sin resolverse ninguna parte del 
problema. 


Me parece importante ubicarnos en esto porque algunos temas subsisten y otros se vienen encarando, pero 
hay un avance importante desde el punto de vista del desarrollo. El hecho de que hoy se pueda estar firmando 
en el Euskal Erría no responde al paso del tiempo, porque podría haber algún vecino que haya cancelado hace 
20 años sin tener la oportunidad de vender la unidad por estos mismos problemas y, además, por no contar 
con los permisos correspondientes. Por eso yo quiero ubicar la problemática en su verdadera extensión. 


Lo que tiene que ver con las Comisiones administradoras es clave en todo esto porque, en definitiva, son 
depositarias de la confianza del conjunto de los vecinos con respecto a los bienes comunes. Durante 
muchísimo tiempo las Comisiones administradoras no existieron, o simplemente había acuerdo entre una o 
dos familias que se encargaban de administrar. 


SEÑOR GARINO GRUSS.- ¿Y la ANV no tenía potestades para intervenir en eso? 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
El Banco Hipotecario las tuvo desde el mismo momento en que se construyó hasta el año 2005 y, 
particularmente, desde el año 2002 al 2005 bien que podría haber actuado cuando no estaba otorgando 
créditos. 


(Interrupción del señor Representante Garino Gruss) 


—Precisamente, estas deudas de agua no se generan de la noche a la mañana: alguien tendría que haberlas 
cobrado. Por eso le estoy planteando, con sumo respeto, la totalidad de las problemáticas que existen y los 
pasos que se han venido dando desde el punto de vista del desarrollo. 


Este es un encuadre general del tema. Quizás la Presidenta de la ANV tenga datos más concretos. 
SEÑORA FYNN.- Yo agradezco los planteos que se han hecho. 


Como decíamos, se trata de una cartera muy compleja y es preciso revertir treinta años de gestión. Cabe 
recordar que no se sabía quién era el propietario; hoy sí se sabe y también se conoce quién administra estos 
complejos, pero sobre todo se ha transparentado cuál es la deuda con respecto a los créditos hipotecarios de 
cada una de las familias. En cuanto a los temas de OSE -lo conversábamos antes de ingresar a Sala-, cuando 
se aprueba lo de propiedad horizontal del CH 70, después de un proceso muy trabajoso, porque como bien 
decía el Ministro no había antecedentes ni planos... 


SEÑOR GARINO GRUSS.- El reglamento. 
SEÑORA FYNN.- La propiedad horizontal. 


(Interrupción del señor Representante Garino Gruss) 


—Una vez que se aprobó la propiedad horizontal del Euskal Erría, personalmente mantuvimos una entrevista 
con el Presidente de OSE porque cuando le fuimos a entregar el reglamento de copropiedad a la propia 
Comisión administradora nos plantearon el problema de la deuda con ese organismo. Nosotros hicimos de 
mediadores; el Presidente de OSE nos planteó que le interesaba que la gente empezara a pagar, y que luego 
había que ver cómo se refinanciaba esa deuda. De manera que había una voluntad de resolver el problema. 
Como decía, se pidió que la Agencia Nacional de Vivienda fuera mediadora entre la Comisión 
Administradora y OSE, y así procedimos. Me llama la atención lo que plantea el Diputado Garino Gruss 
sobre la información de la gerencia; vamos a averiguar qué sucedió, porque se trata de algo que si no se hizo, 
habrá que cumplirlo. 


Por otro lado, el Diputado plantea situaciones referidas a algún beneficiario del convenio del Ministerio del 
Interior que también vamos a investigar de qué se trata. Eso es medio sorprendente, porque a través de este 
convenio se retiene del sueldo el pago de la cuota de la vivienda. Por lo tanto, si existiera alguna 
irregularidad, agradecería que se fundamente para poder investigarla oportunamente. 


También quisiera recordar que las Comisiones administradoras estaban acostumbradas a que el Banco 
Hipotecario les adelantara las partidas por gastos comunes. Entonces, el hecho de pasar a cobrarlas implicó 
un proceso bastante complejo y resultaba complicado transparentar la administración de esos fondos. 
Adviértase que se manejan muchísimos fondos, pues particularmente los complejos a que hace referencia el 
Diputado tienen mucho personal a cargo. En fin, es un trabajo social que no esperemos que tenga resultados 
en el corto plazo debido a que son procesos largos. 


Ahora, la gente puede vender porque puede escriturar y la compraventa se puede hacer. 


En cuanto a la deuda con OSE a que hace referencia el Diputado, nos llevamos el planteo para hacer las 
gestiones correspondientes frente al organismo. 


SEÑOR GARINO GRUSS.- Sigo con más cosas: a mí no se me contesta. Básicamente conozco el 
panorama que describió el Ministro. Sé que hay omisiones de la Administración Pública, que hay 
problemas que se arrastran de otros Gobiernos, pero pasaron todos los partidos. Entonces, no se puede 
empezar a decir que tal cosa sucedió "de tal año a tal otro". Acá está implícita la problemática de los 
vecinos que no entienden del BHU, la ANV, ni la Intendencia, porque para ellos se trata del Estado. 
Entonces, cuando quieren saber qué está pasando con OSE, quién se va a hacer cargo del tema, qué 
pasa con esa deuda y a cuánto asciende, esperan respuestas. Yo entiendo que estemos trabajando. Y un 
ejemplo válido para los vecinos es decirles: "En el CH 92 se arregló esto; contábamos con la ventaja de 
que eran menos". "En el CH 92 se escritura, hay un convenio mediante y se va a seguir pagando las 
cuotas que allí se establecen" ¡Esa es una respuesta! No sé los montos del CH 92, pero reitero que se 
arregló a través de convenio; hubo muchas quitas y una condonación de deuda de por medio, pero en 
los CH 70 y CH 71 hay $ 32:000.000 de deuda. Yo pregunté sobre esto y me dijeron: "hagamos las 
gestiones", pero a la fecha, no se sabe nada. 


Acá el que no paga los gastos comunes se lo ejecuta por medio de la hipoteca recíproca, se pasa a remate -en 
algún momento acá se habló de eso- y luego viene una persona cumplidora. El resto de los vecinos están 
protegidos porque en el remate se liquidan las deudas y el que compra será una persona solvente que se hará 
cargo de los gastos. Ahora bien; hoy en día, un inmueble, una unidad tipo de dos dormitorios en el CH 70 
paga $ 1.580 de gastos comunes por mes, cuando otros no pagan nada, y la morosidad es alta, por lo menos, 
por en este concepto 


Entonces, adviértase el mensaje contradictorio -hoy hablábamos de la cultura de pago—, ¿cómo se le dice a 
un vecino que pague $ 1.580 cuando por otro lado hay deudas millonarias y no se tiene respuesta? Las 
Comisiones administradoras tienen monitoreo por parte de la ANV que, en definitiva, es la última que 
administra esto, y debe exigir que se desglosen los montos, etcétera. Pero ni siquiera se paga el agua, que es 


el rubro principal de los gastos comunes, más allá de alguna reparación común en una zona en común. En fin, 
creo que hay hasta seguridad privada, portería y ese tipo de cosas. 


En definitiva, no me voy muy conforme. 


A su vez, me gustaría saber cuál es el resultado actual de esta forma de administración con relación al 
mantenimiento y conservación de los edificios, a los pagos de los impuestos comunes -agua, saneamiento, 
seguro por incendio, etcétera-, y respecto a las Comisiones administradoras. ¿Qué monitoreo ejerce la 
Agencia Nacional de Vivienda? ¿Cuál es el porcentaje de morosidad de los gastos comunes? Frente a ese 
porcentaje de morosidad, ¿cuál es la política que hoy está desarrollando la Agencia Nacional de Vivienda? 
Esas son las preguntas vinculadas con los gastos comunes que, en realidad, también están muy relacionados 
con OSE. 


SEÑORA FYNN.- Respondiendo al Diputado Garino Gruss, hay toda una reglamentación respecto al 
incumplimiento de gastos comunes. Tenemos sendos expedientes en la Agencia Nacional de Vivienda 
porque la Comisión administradora está habilitada a que cuando alguna de las familias de los 
complejos -promitentes compradores- no paga los gastos comunes haya un procedimiento, que hasta 
puede llegar a la ejecución. Y lo hemos hecho en varios casos. Si el Diputado Garino Gruss quiere 
saber en detalle qué cantidad de expedientes tenemos y demás, con mucho gusto le proporcionaremos 
los datos, como lo hicimos la vez anterior cuando le mandamos un informe y luego le enviamos una 
copia a la Comisión administradora, cuando estuvo la arquitecta Lejtreger en lugar del Ministro. Esto 
también lo había reclamado el Diputado Garino Gruss. 


Por otra parte, la cultura de pago también se trabaja sobre los gastos comunes. Es fundamental que la 
comisión administradora transparente al resto de los vecinos el destino de esa recaudación. 


Había un problema en el Euskal Erría 70 con respecto a OSE. Se cobraba, pero no se pagaba. A partir de la 
intervención de la Agencia, se pudo saber efectivamente que existía una deuda con OSE. 


SEÑOR GARINO GRUSS.- Con respecto al proceso de escrituración, hay una expectativa muy 
grande. El anhelo es llegar al 51% de escrituración, dado que, de acuerdo con el artículo 38 del 
reglamento, ello permitiría empezar a constituir las comisiones administradoras en cada torre y así 
combatir la morosidad. 


También me gustaría saber si han previsto algún plan de contingencia para contemplar a las personas que 
económicamente no pueden afrontar los gastos de escrituración. Según he calculado, una escritura de este 
tipo ronda los $ 15.000 o $ 20.000, con gastos y honorarios de escribano. Debemos tener en cuenta que existe 
un universo de personas cumplidoras, que pagan la cuota y los gastos comunes, pero son pensionistas, viven 
con el presupuesto justo cada mes y no tienen forma de acceder a $ 20.000 para este fin. 


SEÑORA FYNN.- Me parece que ahora sí el señor Diputado entendió cuál es la razón de la política; ha 
expresado con claridad este punto. 


En realidad, la escritura es la culminación de un proceso; permite que la gente se apropie de la vivienda. Un 
ejemplo muy claro en este sentido es lo que sucedió con el complejo 70: cuando lograron la propiedad 
horizontal, inmediatamente, hicieron el cerco de reja y pusieron guardia. 


Para este año, nuestra meta es llegar a cuatrocientas escrituras. La vamos cumpliendo; no tengo ahora el dato 
parcial de las escrituradas. 


Con respecto a los honorarios, existe un convenio con la Asociación de Escribanos del Uruguay, que nos 


permite lograr soluciones en aquellos casos en los que las personas tienen dificultades. Estas personas deben 
acercarse a la Agencia y plantear el problema, que le encontraremos la solución. 


SEÑOR GARINO GRUSS.- No me quedó claro cuántas escrituras se han realizado. 


SEÑORA FYNN.- Estarían en condiciones de escriturar cuatrocientas viviendas; esa es nuestra meta. 
Ahora no tengo el dato de lo escriturado hasta el momento, pero lo puedo remitir. 


SEÑOR GARINO GRUSS.- Ahora voy a referirme a los vicios ocultos. 


Lo sucedido en el CH 20 generó cierta conmoción. Todos conocemos la situación; usted, como autoridad, lo 
padeció más que nadie 


Sé que fue un tema difícil. Lo cierto es que generó mucha preocupación en otros complejos habitacionales, 
que son como los primos hermanos del CH 20, porque son de la misma época y porque, a simple vista, el 
estilo arquitectónico es muy parecido. 


En 2004, varios vecinos y comisiones administradoras iniciaron un juicio, primero, contra el Banco 
Hipotecario y, luego, contra la ANV, muy preocupados porque habían constatado vicios ocultos. Fotocopié la 
demanda y el informe de arquitectura. No soy arquitecto, pero hay un montón de observaciones respecto a 
filtraciones, problemas corrosivos y demás, que son muy preocupantes, sobre todo, teniendo en cuenta que 
tiraron abajo el CH 20. Reitero que esta demanda se inició en 2004. 


En 2009, la Agencia Nacional de Viviendas empezó a convocar a los vecinos de CH 70 que iniciaron este 
juicio, anunciándoles una quita. Muchos fueron, y firmaron la quita. Estaban muy contentos por recibir una 
quita. Aparentemente, la UR iba más arriba que el IPC, y era muy gravoso; esa fue la excusa. Pero, al firmar, 
se enteraron que estaban renunciando a todo reclamo por vicios ocultos. 


SEÑORA FYNN.- No se enteraron; fue una condición para acceder a la quita. Nadie fue engañado. La 
condición para aplicar la quita fue la renuncia a cualquier tipo de juicio respecto al Estado. 


SEÑOR GARINO GRUSS.- Esa era la situación: uno firmaba la quita y renunciaba a un reclamo. 
SEÑORA FYNN.- Nadie fue engañado en ese sentido. 
SEÑOR GARINO GRUSS.- Yo no utilicé la palabra "engaño". 


SEÑORA FYNN.- Dijo que no sabían; es lo mismo. 


SEÑOR GARINO GRUSS.- Entiendo que algunos no tenían la formación adecuada para entender la 
situación, o, a lo mejor, se enteraron en el momento en que firmaron. Igual firmaron. Aparte, a uno lo 
apretaron por el bolsillo, por donde más duele; es como el pan y el garrote: te hago la quita pero me 
renuncias a la acción judicial. Lo cierto es que eso fue lo que sucedió, lo que se firmó; ese fue el 
convenio de quita. 


El reclamo por vicios siguió, porque la personería estaba ejercida por una comisión administradora del CH 
70. 


En el día de mañana, habrá una inspección ocular. Van a ir un juez y arquitectos peritos para constatar qué 
está sucediendo. Por más que se diga que se renunció al reclamo ante el Estado, los vicios existen. En el caso 
del CH 20, el Estado inició un desalojo y decide su destrucción. Uno empieza a atar ese tipo de información. 
Teniendo en cuenta los vicios -acá tengo el informe que los detalla; si quiere, le puedo dar una copia- y el 
hecho de que hayan derrumbado al CH 20, los vecinos se empiezan a preocupar mucho. A esto debemos 
agregar el proceso de escrituración. Por fin, después de pagar veinticinco años, van a ser propietarios, pero 
hay un problema de vicios ocultos. 


Lo cierto es que el juicio siguió y los vicios están; por lo menos, este informe detalla que hay problemas 
importantes a atender. 


Entonces, me gustaría saber con qué criterio se hizo la quita y cuál es el escenario, que entiendo es muy 
complejo. 


SEÑORA FYNN.- En primer lugar, quiero aclarar que es muy compleja la situación de todos los 
complejos habitacionales. Tienen una vida de treinta y cuarenta años, y nunca han llevado adelante 
una política de mantenimiento de los bienes comunes. 


En segundo término, no tenemos ningún diagnóstico de riesgo estructural como existió en el caso de CH 20. 
La opinión técnica de la Intendencia de Montevideo, de Bomberos, de los técnicos de la Agencia y de los 
técnicos que contratamos, fue la que nos llevó a tomar una decisión para salvaguardar la vida de la gente. En 
ningún otro complejo existe una situación similar. Sí hay problemas edilicios. Precisamente, uno de los temas 
importantes para la próxima agenda de gobierno será determinar la política a seguir para la recuperación 
edilicia. 


Digo esto, porque algunos pueden ser recuperados fácilmente y, otros, implican una inversión muy 
importante. 


De todos modos, esto no es ajeno a la agenda. Estamos trabajando en todo el universo de complejos que 
tenemos, tratando de caracterizarlos desde el punto de vista legal, social, jurídico y edicilio para tener un 
diagnóstico y poder aplicar políticas claras con respecto a su recuperación. 


No obstante, en el complejo Eskal Erría hemos intervenido mucho. Hoy mencioné un préstamo para el 
mejoramiento de los bienes comunes, que permite mitigar los problemas edilicios que señalaba el Diputado. 


Me gustaría que el arquitecto Stolarsky, integrante del Directorio de la Agencia, nos diera su opinión al 
respecto. 


SEÑOR STOLARSKY.- En primer lugar, como arquitecto digo que si una propiedad no se mantiene, a 
la larga o la corta, va a colapsar. Un ejemplo claro fue lo sucedido en el CH 20: en cuarenta años, no se 
le hizo absolutamente nada, y lo que se realizó, fue lamentable. 


Por lo tanto, no se le puede echar la culpa al Estado por cosas que no realizada la gente. Yo pregunto al señor 
Diputado: ¿qué pasa si usted en su casa cada quince o veinte años no hace reparación de cañerías, de azotea, 
etcétera? 


Aclaro que no me refiero solo a los bienes comunes; estoy hablando de la propiedad en general. Esos 
conjuntos habitacionales no tienen mantenimiento. Reitero que no se puede echar la culpa al Estado por que 
no tengan mantenimiento. 


En segundo término, lo sucedido con el CH 20 ha demostrado -además de que tenía problemas técnicos que 
ameritaban su demolición- que la Agencia Nacional de Viviendas no es el Banco Hipotecario. Si bien no 
tiene fines de lucro, va a ejecutar al que no pague; esto es muy claro y muy importante. Es decir que esta 
demolición está poniendo las cosas en su debido lugar: si bien no tenemos fines de lucro, nos vamos a 
encargar de bajar sí o sí la morosidad. 


En tercer lugar, quiero hacer un comentario como persona del interior: solo el 17% de los complejos está en 
Montevideo. Entonces, me llama la atención que nadie pidiera hablar de lo que pasa en el interior del país. 


(Interrupción del señor Diputado Garino Gruss) 


La situación del interior es sumamente compleja; tenemos problemas con las Intendencias y con otros 
organismos. 


Ustedes deben tener claro que la Agencia empezó a funcionar en 2010. Los problemas con las Intendencias, 
con el Ministerio de Vivienda y con el Banco Hipotecario, vienen de épocas inmemoriales. Entonces, debe 
existir un plazo relativamente prudente, inclusive, para obligar desde el Parlamento o el Poder Ejecutivo al 
Ministerio de Vivienda y al Banco Hipotecario, y desde el Congreso de Intendentes a las Intendencias, a 
resolver estos problemas y a que lleguemos nosotros. 


Debe quedar claro que mientras nosotros no podamos firmar convenios con las Intendencias no vamos a 
poder ser dueños del bien. A su vez, esto dificulta que la gente llegue al bien. Es fundamental tenerlo 


presente. 


Voy a poner un ejemplo en este sentido, que demuestra que hay que resolver estos inconvenientes. La 
Intendencia de Flores estuvo de acuerdo con el convenio, pero la Junta Departamental no dio el aval para que 
el Intendente pueda firmar; es algo contradictorio. Tenemos que resolver este tipo de situaciones y otros 
problemas. 


SEÑOR GARINO.- Quiero decir cómo funcionan las cosas a nivel parlamentario. Los Legisladores 
representan departamentos, y yo propuse que la Comisión los convocara por los complejos 
habitacionales situados en Malvín. Sugiero al señor arquitecto que lea mejor la nota y la repase, y así 
va a entender cómo funcionan las cosas. 


Por otra parte, quiero decir que su intervención tuvo contradicciones. Empezó diciendo que no se hizo nada y 
lo que se realizó fue mal hecho. 


(Dialogados) 


Como parte de una entidad pública estamos expuestos a cuestionamientos. Yo fui electo para el Período 
2010- 2015. Pido disculpas por interesarme por estos temas ahora; yo antes no estaba. ¡No tolera un 
cuestionamiento de una autoridad! 


Rescato mucho el talante del señor Ministro y de la señora Cristina Fynn -a quien conocía de antes-, pero la 
intervención que reivindica el interior a la autonomía de la Junta Departamental y estos cuestionamientos a 
nivel público no tienen nada que ver y no suman mucho. 


SEÑOR AMARILLA.- Antes que nada agradezco la presencia de las autoridades presentes en la 
Comisión, que están dispuestas a colaborar con una solución de la vivienda que preocupa a la 
ciudadanía. 


Además de lo manifestado por el señor Diputado Garino, queremos introducir otros temas en la agenda, que 
si no son considerados hoy, con gusto esperaríamos un envío de material al respecto. 


Uno de los temas tiene que ver con un grupo de vecinos de Tarariras. Este Período constitucional de sesiones 
termina el 15 de setiembre y por ello nos apuramos a enviar la información para que estos vecinos reciban 
algún retorno de su planteo habitacional. 


*Otro tema que también nos preocupa es el de las carteras de tierras de Montevideo. Transmitimos esta 
preocupación en esta instancia porque aún no hemos recibido el material correspondiente. 


También hay otro problema que nos preocupa y es el vinculado con la cartera de tierras del Ministerio. Nos 
ha llegado alguna preocupación por parte de algún vecino con respecto al tema de carteras del Ministerio. 
Nos gustaría saber si el Ministerio o el sistema público de viviendas tiene alguna política concreta en materia 
de tierras, si ha habido alguna definición relacionadas con la adquisiciones de predios por parte del 
Ministerio, si ha habido un llamado público y de ser así qué resultado ha tenido, o si hubo otro tipo de 
adquisición. En este último caso, si hubo una adquisición directa, nos gustaría saber los fundamentos técnicos 
y sus justificaciones. 


En definitiva, conocer la cartera actual de tierras del Ministerio y si se han hecho compras, qué pasos se 
dieron en ese sentido. Reitero que no es un tema para responder ahora pero sí para que lo lleven en la agenda, 
porque nos preocupan los procesos que se puedan dar respecto a la cartera de tierras, y su transparencia. 


SEÑOR SILVERA.- La escrituración es un tema que hemos conversado hace un tiempo con el señor 
Ministro, y conocemos su preocupación por el complejo de viviendas de obreros municipales en Treinta 
y Tres. Ya han pagado la totalidad del precio. Creo que fue la primera cooperativa de esta modalidad 
de Treinta y Tres. Tienen todo pronto y sería muy bueno que se finalizara este Período con la 
escrituración. Las veces que hemos hablado con alguna autoridad nos dicen que hay varios complejos 
y que, inclusive, algunos han terminado antes de pagar la totalidad. En nuestro caso tenemos que 
reclamar y patalear -como se dice- por la gente de nuestro departamento. Sabemos que el señor 


Ministro y también funcionarios de la Cartera se han interesado en el tema y sería bárbaro escriturar 
cuanto antes porque es una cooperativa que funcionó muy bien. Como ya dije, está todo pago y 
entonces, más que reclamando estamos haciendo un acuerdo, en base a una intención del Ministerio, de 
la ANV para solucionar el tema. Por lo tanto le estamos dejando ese mandadito. 


SEÑOR BELTRAME.- Entiendo que el tema de Coviom viene de más de diez años. 


Con respecto a las preocupaciones del señor Diputado Amarilla, en este momento no tengo datos certeros 
para aportar. Básicamente, lo que hemos venido haciendo en materia de cartera de tierras es la comunicación 
y la identificación de las tierras de todo lo que son Ministerios y algunos Entes Autónomos. Esto depende de 
la persona jurídica mayor, el Poder Ejecutivo. Hemos tenido gran receptividad y mucha información. Y a 
nivel de los Entes hay un tema vinculado a su integración al patrimonio, y a las definiciones de si considera o 
no ocioso o conveniente a sus fines. 


Sobre esa cartera se ha hecho una clasificación en tres niveles. Uno es el suelo rural- suelo urbano, porque 
para el desarrollo de programas habitacionales que nosotros tenemos debe ser suelo urbano. Sobre ese suelo 
urbano se han caracterizado dos categorías. Se trata de los que cuentan con todos los servicios, o casi todos, y 
aquellos a los que habría que dotar de infraestructura para poder ponerlo en valor. A lo que ya estaba 
urbanizado con la totalidad de los elementos, y la instalación de los servicios se le ha puesto un valor por tres 
vías. La primera tiene que ver con reservas que hace el Ministerio para solicitar programas de viviendas a 
través de licitaciones públicas a empresas constructoras para que construyan esos predios, básicamente en las 
áreas centrales. Y ha puesto a disposición de llamados públicos, a cooperativas de vivienda tierras que 
generan estas condiciones. Esto es lo que se ha hecho. Se ha comprado algún terreno a nivel particular 
vinculado con situaciones de tender a regularizar porque están con procesos de desalojo, asentamientos 
mediante arriba, y ha habido algunos acuerdos de expropiación concertada. 


De todo este material pasaremos la información que se solicita. 


Respecto a la situación de Tarariras quiero decir que conozco el caso y lo vamos a analizar. Uno de los 
problemas que podemos encontrar es que esta cooperativa había concretado préstamos para treinta y terminó 
bajando a quince, porque no había gente en su momento. 


Por otra parte, las preguntas del señor Diputado Garino ameritan trabajar temas cuantitativos. Y pensamos 
que es más productivo hacerlo por el lado de un oficio o un pedido para poder hacerlo. De todas formas, me 
parece que es importante que hoy nos vayamos de aquí con el dato proporcionado del Ministerio del Interior, 
para que las autoridades de la Agencia efectivamente investiguen la situación. Es un llamado de atención, en 
la medida en que estos convenios están vinculados con montos de retención por planilla. Si el dato está, 
trataremos de visualizarlo y de enmendar la situación. 


Hay un tema que tiene que ver con el departamento de Tacuarembó que no hemos considerado mucho, pero 
que también era motivo del llamado a esta Comisión. En este departamento, la política llevada adelante con 
la Agencia, tiene algunas particularidades. Así como Cerro Largo es un departamento que tiene sus 
particularidades, Tacuarembó también las tiene. Este departamento tiene una larga historia vinculada al tema 
de las represas de UTE, de los aportes por contribución, etcétera. Y en ese marco no ha sido fácil una 
negociación desde el punto de vista del reconocimiento. El señor Director en la Agencia ha colaborado 
también y en lo que tiene que ver con el saneamiento estamos próximos a llegar a un acuerdo que permita 
efectivamente poder operar sobre los complejos habitacionales construidos en el departamento de 
Tacuarembó sobre tierras municipales. 


Creo que no me queda nada más para expresar. 


SEÑORA FYNN.- El señor Diputado Amarilla preguntaba sobre la cartera de tierras, y me gustaría 
complementar lo que acaba de manifestar el señor Ministro. En el fideicomiso 9 a la Agencia se le 
transfirió una cantidad de tierra, que también hemos caracterizado y coordinado con el Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, haciendo una reglamentación de su uso, 
aprobado por el Ministerio de Economía y Finanzas, que es el beneficiario del fideicomiso. También 
hemos priorizado que el uso sea para vivienda. Entonces, la incorporamos a los llamados que se hacen 


para cooperativas, pero también tenemos algunas, en distintos departamentos, que ponemos en 
comercialización. 


Estos datos figuran en la página de la Agencia Nacional de Vivienda, aunque podemos enviar la 
reglamentación tal como se ha solicitado. 


SEÑOR GARINO GRUSS.- Creo que es bueno este intercambio, aunque tal vez haya temas que deban 
ser respondidos enviando más información, como por ejemplo el que mencionaba la señora Presidenta 
de la ANV con respecto a un informe técnico de las autoridades de la Intendencia de Montevideo 
acerca de la estabilidad de los complejos. 


SEÑORA FYNN.- Quiero aclarar que hacía referencia al CH 20 y no a la Intendencia. 


SEÑOR GARINO GRUSS.- Quisiera hacer dos últimas preguntas. Una tiene que ver el modelo de 
compraventa propuesto por la ANV en el que se establece que el comprador declara que conoce y 
acepta el estado material en que es encuentra el bien a la hora de escriturarse, lo que relaciono con el 
juicio que está en trámite y la compleja situación del CH 20. Quisiera saber si esta cláusula implica un 
reconocimiento o eventual conocimiento de los vicios constructivos y qué repercusiones podría tener 
para quien firma el contrato. Aclaro que el contrato es un modelo de adhesión como el que utiliza el 
Estado con muchas entidades, la persona que lo firma no tiene la capacidad de negociar ninguna 
cláusula y puede llegar a entenderse que la que mencioné implica una suerte de renuncia a un eventual 
vicio oculto. 


SEÑORA FYNN.- Pero eso ocurría en el supuesto de los vicios de construcción que no están 
comprobados. La escritura se hace sobre la base de cómo se considera el bien y por ahora no hemos 
tenido ningún problema con la gente del Euskal Erría que ha escriturado. 


SEÑOR GARINO GRUSS.- Es cierto que las personas escrituran y firman, pero está incluida esta 
cláusula. Eventualmente, si el juicio fuera desfavorable al Estado y, en definitiva, se reconociera la 
existencia de vicios, el propietario podría pensar que firmó algo que nació mal en la década de los 
setenta y principios del ochenta, porque lo cierto es que se convalida el estado del bien. 


SEÑORA FYNN.- El señor Diputado estaría planteando la posibilidad de un juicio para el que ni 
siquiera ha habido un fallo, por lo que me parece que implica abundar sobre algo que todavía no está 
claro. Creo que la comprobación de que existan los vicios de construcción que se plantean en la 
demanda no es clara. En ese caso habrá que seguir los pasos judiciales correspondientes. 


SEÑOR GARINO GRUSS.- El último tema que quiero plantear es el relativo a la escuela que se 
construyó en el parking, por el que la Presidenta de la ANV se había comprometido a iniciar diálogos 
con la ANEP. Este es un asunto que parece menor pero no lo es porque esa escuela se construyó en el 
parking por el que entran los autos para el CH 70, que está formado por trece torres. Eso generó 
malestar no por el hecho de oponerse a la construcción de una escuela -lo que nadie hizo- sino porque 
se obstruyó el acceso a los vehículos. Esto no solo apareja que los privados deban estacionar fuera sino 
que los bomberos o las ambulancias no puedan entrar. 


Tengo en mi poder un informe emitido por Bomberos que les puedo entregar en el que, textualmente, se 
expresa que: "[...] el cerco colocado, como así también la construcción de la escuela [...] acrecienta 
considerablemente las tareas de los servicios de bomberos si estos se requieren, dejando a sus habitantes 
mucho más aislados y alejados de una buena respuesta ante una emergencia [...]". Por lo tanto, este es un 
problema y más teniendo en cuenta que hay mucha gente mayor. Con esto no quiero generar alarma pública 
sino que se reconozca el problema. 


SEÑORA FYNN.- Estamos trabajando en ese tema y se ha designado un arquitecto especialmente para 
esa tarea. Nosotros nos comunicamos con la comisión administradora, por lo que está al tanto de todas 
las gestiones y coordinaciones que se hicieron con la ANEP para que, efectivamente, se hiciera la 


escuela pero no se inhabilitara el acceso de la gente del complejo. Reitero que se está trabajando y se 
encontrarán las soluciones que correspondan. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Agradecemos esta oportunidad ya que estas ocasiones redundan en aprendizajes para todos. Creo que 
es importante concurrir aquí para conversar acerca de algunos temas y explicitarlos mientras que 
otras inquietudes pueden ser canalizadas a través de solicitudes de informes, sobre todo cuando se 
trata de estadísticas y demás ya que, obviamente, no vinimos preparados para brindar los datos 
correspondientes a las expectativas que tenía el señor Diputado Garino Gruss en cuanto a corroborar 
porcentajes de avances en distintos aspectos. 


Si bien concurrimos a raíz de esas inquietudes, el proyecto relativo a las directrices nacionales de 
ordenamiento territorial y desarrollo sostenible corresponde a esta Comisión y desde el Ministerio aspiramos, 
modestamente, a que tenga media sanción antes de que termine el período legislativo. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Queremos informar al señor Ministro que esta es nuestra penúltima sesión 
por lo que, lamentablemente, los tiempos no lo van a permitir. 


Agradecemos vuestra presencia; ha sido un honor escucharlos. 


(Se retira de Sala el señor Ministro de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente junto con las 
autoridades de la Agencia Nacional de Vivienda y el señor Subsecretario de Economía y Finanzas) 


SEÑORA PRESIDENTA.- Dese cuenta de los asuntos entrados. 


(Se lee:) 


Solicitamos al señor Secretario Mosco que informe a la Comisión los datos que posee acerca del asunto 
que figura en segundo término del orden del día. 


SEÑOR MOSCO.- Oportunamente se cursó invitación al Congreso de Intendentes a fin de que 
informara su posición con respecto al proyecto relativo a directrices nacionales de ordenamiento 
territorial y desarrollo sostenible y -aunque no teníamos la confirmación- a través del señor Diputado 
Bango se procuró que concurriera hoy a la Comisión el Intendente de Rocha. Como esa posibilidad no 
se confirmó, quedó sin efecto la concurrencia en el día de la fecha y el señor Diputado Bango propuso 
la posibilidad de que el Congreso de Intendentes enviara por escrito su posición a fin de incluirla en la 
consideración de este proyecto, ya que no quedan demasiadas sesiones de la Comisión. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si están de acuerdo, podríamos votarlo. 


(Se vota) 


Cinco por la afirmativa: AFIRMATIVA.- Unanimidad. 


Por lo tanto, le comunicaremos al Congreso de Intendentes que puede enviarnos su posición por escrito. 
SEÑOR MOSCO.- También debería decidirse lo relativo a la invitación de la delegación uruguaya en 
la Comisión Técnica Mixta de Salto Grande para la presentación del balance el próximo 10 de 


setiembre. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar si consultamos a los titulares y 
concurrimos a esa instancia. 


(Se vota) 


———Cinco en cinco: AFIRMATIVA.- Unanimidad. 


No habiendo más asuntos, se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


